En la ciudad de La Plata, a los quince días del mes de mayo del dos mil siete, reunidos los integrantes de la Sala Segunda del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, doctores Jorge Hugo Celesia y Fernando Luis María Mancini, con el objeto de resolver en la causa Nº 24.720 del registro de este Tribunal, caratulada “L., M. G. s/ recurso de casación” y habiéndose efectuado el sorteo para establecer el orden en que los señores jueces emitirán  sus votos, resultó el siguiente orden de votación: doctores Celesia – MANCINI. (Arts. 47 y 48 Ley 5827)

A N T E C E D E N T E S

Vienen los presentes autos a consideración de este Tribunal, como consecuencia del recurso de casación interpuesto por el señor defensor particular, doctor Luciano Ricci, contra la resolución de la Excma. Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal del Departamento Judicial Mar del Plata, que con fecha 11 de julio de 2006, confirmó lo resuelto por el Juez de Garantías Departamental en el sentido de no hacer lugar a la prescripción de la acción en relación al delito previsto por el artículo 248 del Código Penal.

Practicadas las vistas de ley, y encontrándose la causa en condiciones de ser resuelta, el Tribunal decidió plantear las siguientes:

C U E S T I O N E S

Primera: ¿Es admisible el recurso de casación interpuesto?.

Segunda: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?.

A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Celesia dijo:

Entiendo que el recurso resulta admisible en razón de que el recurrente ha dado acabado cumplimiento a los recaudos de tiempo y forma que regulan su interposición, abasteciendo además los requisitos de impugnabilidad, tanto en el plano objetivo como subjetivo, ya que ha sido deducida contra una de las resoluciones previstas por el artículo 450, y el señor Defensor Particular se encuentra legitimado en virtud del gravamen que el mentado resolutorio ocasiona a los intereses de su representado –conf. arts. 448, 450 segundo párrafo, 454 inc. 4º-.

Se han indicado los motivos de agravio, citando las disposiciones legales que se consideran infringidas y se ha expresado asimismo cuál es la solución pretendida.

Entiendo, en consecuencia, que el recurso interpuesto es formalmente admisible, debiendo el Tribunal expedirse sobre su fundabilidad y procedencia.

Así lo voto.

A la misma cuestión planteada, el señor Juez doctor Mancini dijo: 

Adhiero en igual sentido y por los mismos fundamentos al voto del Señor Juez Dr. Celesia.

Así lo voto.
A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Celesia dijo:

I. El recurrente invoca como motivos de casación la errónea aplicación del artículo 67 del C.P., al entender que no puede resultar comprendido por la causal de suspensión del curso de la prescripción su defendido por cuanto dejó de pertenecer a los cuadros dependientes de la Municipalidad de General Pueyrredón, para pasar a depender del organismo descentralizado EMDER (Ente municipal de deportes y recreación). 

En virtud de ello, manifiesta la parte que el Sr. L. no tuvo participación activa o influencia para poder entorpecer la investigación.

Al desempeñarse el imputado en otro organismo totalmente ajeno a la Municipalidad, entiende la parte que no se configura la causal de suspensión de la prescripción prevista por el segundo párrafo del art. 67 del C.P.

Asimismo, aunque de manera implícita, plantea la inobservancia del art. 16 de la C.N., al entender que se viola el principio de igualdad ante la ley por cuanto dice que el presente caso no es igual al de un funcionario público que comete un delito y continúa en su cargo, en virtud de encontrarse su defendido desempeñándose en un cargo diverso en un organismo descentralizado. Por el contrario, entiende la parte que su caso debe asemejarse a quien cumplió un cargo público y cesó en el cargo del mismo, por lo que no corresponde la suspensión de la prescripción prevista en el art. 67. segundo párrafo.  

En virtud de ello, solicita que se haga lugar a los planteos formulados y se case la resolución recurrida.

 Por su parte, a fs. 26/27 el Señor Fiscal ante este Tribunal, doctor Carlos A. Altuve, propugna el rechazo del remedio atento a que el recurrente realiza una interpretación personal del art. 67 del C.P. que lo lleva a realizar distinciones donde no las hay, ya que la naturaleza del cargo ejercido en el ente descentralizado implica la continuación en el ejercicio de un cargo público.

En virtud de ello, solicita  que se rechace el recurso interpuesto por la defensa de L.

II. Entiendo que la impugnación traída no debe acogerse.

En efecto, el art. 67 del código de fondo prevé la suspensión del curso de la prescripción para aquellos delitos cometidos en ejercicio de la función pública mientras se “encuentre desempeñando un cargo público”.  

En ese sentido, resulta clara la letra de la ley en el sentido de no distinguir la especie o clase de cargo público. Justamente, la nota característica está dada por el ejercicio de las funciones públicas.

Debe señalarse en ese sentido que la norma no exige para que opere la suspensión de la prescripción que la persona se encuentre ejerciendo el mismo cargo público en virtud del cual se le imputa el delito de que se trate, siendo el único requisito que se encuentre desempeñando “un” cargo público. 

Es por ello que, como he dicho en la causa Nro. 23.119 (“De Luca, Daniel Adolfo s/ recurso de casación”, Sent del 10/X/2006, Reg. Nro. 625/06), a fin de determinar si el posible autor de un hecho típico está alcanzado o no por esta norma, hay que poner el acento en ese ejercicio de funciones públicas y conforme surge de las diversas constancias obrantes en el expediente principal que oportunamente fueran detalladas en la resolución atacada, no cabe duda de que el encausado resulta ser titular de funciones orgánicas de un servicio estatal, más allá de que se trate de un organismo descentralizado, como consecuencia de una designación efectuada por autoridad competente, con las notas distintivas de remuneración y profesionalidad pública. 

En efecto, el carácter señalado surge claramente del informe obrante a fs. 273 y ss del expediente principal, el cual ha sido confeccionado por el Departamento Legajos de la Municipalidad de General Pueyrredón y en el cual se consignan los diversos decretos en virtud de los cuales L. ha sido designado en primer término en el cargo de Director de la Dirección de Recursos Turísticos del mentado Municipio a partir del 19 de marzo de 1997 hasta el 22/12/2003, fecha en la que comenzó a desempeñarse en el cargo de director del Ente Municipal de Deportes y Recreación.  

En virtud de lo dicho, se torna ociosa la discusión respecto del carácter de ente descentralizado del citado organismo EMDER que pretende introducir el Sr. Defensor en el presente recurso.  Ello, desde que surge del informe señalado en el párrafo anterior que su designación siguió en cabeza del municipio, incluso se aclara en el decreto 3256/03, de nombramiento como director en el Ente Municipal de Deportes y Recreación, que se le mantiene el  pago de la bonificación para el personal jerárquico que ya venía percibiendo en su anterior cargo de Director a cargo de la Dirección de recursos turísticos del municipio. Sumado a ello, cabe citar también el decreto –ley nro. 6769/58, conocido como la ley orgánica de las municipalidades, en el cual se regula lo referente a los organismos descentralizados, a partir del art. 204 de la citada norma, y se establece que la creación de ellos se da a iniciativa del Departamento Ejecutivo y con autorización del Concejo Deliberante. Su objeto es la prestación de servicios públicos u otras finalidades contenidas en las ordenanzas de creación, debiendo ajustar su cometido a lo que dispongan dichas ordenanzas y las reglamentaciones que dicta el Departamento Ejecutivo. Las funciones directivas de los organismos descentralizados están a cargo de las autoridades que designe el Departamento Ejecutivo con acuerdo del Concejo. Asimismo se prevé que los funcionarios titulares de la administración permanecen en sus cargos durante el tiempo que establezcan las ordenanzas. Por último cabe señalar que el Departamento Ejecutivo, con acuerdo del Concejo, tiene la facultad de intervenir los organismos y, en todo tiempo, por resolución propia designar representantes que fiscalicen sus actividades.


En virtud de la normativa señalada surge claramente el carácter público del ente y que el mismo más allá de su carácter descentralizado, no resulta completamente ajeno al municipio como pretende hacer ver la parte.

 En cuanto a la inconstitucionalidad planteada por el recurrente, estimo que tampoco puede prosperar.

El principio de igualdad ante la ley, reconocido constitucionalemente, no impide al legislador contemplar en forma distinta situaciones que se consideran diferentes, con tal que la discriminación no sea arbitraria ni importe ilegítima persecución o indebido privilegio de personas o grupos de ellas. 

En esa inteligencia, cabe destacar que la aplicación de la excepción que formula el artículo 67 no vulnera la garantía de igualdad ante la ley. La citada norma establece una distinción respecto de los delitos cometidos en la función pública, que resulta razonable y de ninguna manera arbitraria, discriminatoria o con un claro propósito de establecer privilegios para quienes no se encuentren cumpliendo dicha función. 

La causal de suspensión del curso de la prescripción, referida a los delitos cometidos en el ejercicio de la función pública  procura preservar la punibilidad de las figuras que comprende, tratando de evitar que el desempeño de un cargo público pueda  ser utilizado para obstaculizar eventualmente la investigación del hecho. El fundamento de esta normativa está dado por la necesidad de evitar que corra el término de la prescripción mientras la influencia del sujeto pueda hacer peligrar la persecución penal.

Toda vez que quedó establecido que el imputado continuaba ejerciendo un cargo público, más allá que el mismo haya cambiado en el curso de la investigación que se le sigue, no puede reputarse vulnerada la garantía de igualdad ante la ley, toda vez que el art. 67 del C.P. no formula una distinción arbitraria ni discriminatoria respecto de los sujetos que puedan llegar a quedar comprendidos en ella, tal como ocurre en autos con el imputado L.

Corresponde entonces el rechazo con costas al recurso interpuesto.

Así lo voto.

A la misma cuestión planteada, el señor Juez doctor Mancini dijo: 

Adhiero en igual sentido y por los mismos fundamentos al voto del Señor Juez Dr. Celesia.

Así lo voto.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, la Sala II del Tribunal: 

R E S U E L V E:

I- DECLARAR FORMALMENTE ADMISIBLE el recurso de casación interpuesto por el señor defensor particular, doctor Luciano Ricci, contra la resolución dictada por la Excma. Cámara de Apelación y Garantías del Departamento Judicial Mar del Plata (arts. 421, 450, 451, y 454 inc. 4ºdel C.P.P.).

II- RECHAZAR POR IMPROCEDENTE el recurso de casación interpuesto en la presente Causa Nro. 24.720, CON COSTAS (arts. 448, 530, 531 y ccdtes. del CPP y 67 del Código Penal). 

Regístrese, notifíquese y, oportunamente, devuélvase a la instancia.

JORGE HUGO CELESIA – FERNANDO LUIS MARIA MANCINI

